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  En la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, siendo las once  

horas con veintitrés minutos del día catorce de abril de dos mil veintiuno, 

reunidos en la Sala de Plenos del Tribunal Superior de Justicia, los 

Magistrados Miguel Felipe Mery Ayup, Presidente del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Coahuila, María Eugenia Galindo Hernández, Iván 

Garza García, Gabriel Aguillón Rosales, César Alejandro Saucedo Flores, 

María del Carmen Galván Tello, Juan José Yáñez Arreola, María Luisa 

Valencia García, Homero Ramos Gloria, Luis Efrén Ríos Vega, Manuel 

Alberto Flores Hernández y José Ignacio Máynez Varela, así como el 

licenciado Gustavo Sergio López Arizpe, Secretario General de Acuerdos, 

con objeto de celebrar sesión ordinaria en términos del artículo 10 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

 1. En primer término conforme al artículo 109 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado, el Magistrado Presidente le solicita al Secretario 

General de Acuerdos, se sirva a pasar lista de asistencia. 

 2. Hecho lo anterior, el Magistrado Presidente declara la integración 

del Pleno, ya que existe quórum legal para llevar a cabo ésta sesión.  

 3. Acto continuo las y los Magistrados aprobaron el orden del día 

contenido en la convocatoria para la realización de la presente sesión, por 

lo que determinaron desarrollarla de conformidad con el mismo, cuyos 

puntos son los siguientes: 

I. Lista de asistencia. 

 

II. Declaratoria de integración del Pleno. 

 

III. Aprobación, en su caso, del orden del día. 

 

IV. Aprobación, en su caso, del acta de la sesión celebrada en fecha 07 

de abril de 2021. 

 
V. Presentación de la demanda de juicio de nulidad identificada con el 

número JN-3/2021, promovida por XXXXXXXXXX frente al auto 
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definitivo de fecha 29 de agosto de 2018, dictado dentro del 

expediente número 2290/2016, del Juzgado Primero de Primera 

Instancia en materia familiar del Distrito Judicial de Saltillo.   

 

VI. Aprobación, en su caso, del acuerdo referente a la demanda de juicio 

de nulidad identificada con el número JN-1/2021, presentada por 

XXXXXXXXXX, frente al juicio especial de divorcio número 

1691/2018, del Juzgado Cuarto de Primera Instancia en materia 

Familiar del Distrito Judicial de Monclova.  

 

VII. Calificación de las excusas y, en su caso, presentación del proyecto 

referente al recurso de apelación RA-1/2021, interpuesto por el 

licenciado XXXXXXXXXX en contra de la sentencia definitiva de 

fecha veinte de agosto de dos mil veinte, dictada por la Sala Civil y 

Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Estado, dentro del 

expediente 07/2018 D.G.E. Magistrado ponente: Manuel Alberto 

Flores Hernández. 

 

VIII. Aprobación, en su caso, del proyecto de resolución relativo a la 

denuncia de contradicción de criterios de Tribunales de Apelación de 

la Sala Colegiada Penal, presentada por el Magistrado Luis Efrén 

Ríos Vega. Magistrado ponente: José Ignacio Máynez Varela. 

 
IX.     Informes estadísticos: 

- Sala Civil y Familiar 

- Sala Penal 

- Sala Regional 

- Primer Tribunal Distrital  

- Segundo Tribunal Distrital  

- Tercer Tribunal Distrital 

- Cuarto Tribunal Distrital  

 

X. Informe de movimientos de personal. 

 

XI. Asuntos Generales. 

 

XII. Clausura de sesión. 
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 4. Enseguida el Magistrado Presidente pone a consideración la 

aprobación del acta de la sesión celebrada en fecha siete de abril de dos 

mil veintiuno. 

Al respecto las y los Magistrados, por unanimidad de votos, emitieron 

el siguiente: 

ACUERDO 49/2021 

Se aprueba el acta de la sesión celebrada en fecha de siete de abril 

de dos mil veintiuno. 

5. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, hace referencia al punto V del mismo, el cual es el relativo a la 

presentación de la demanda de juicio de nulidad identificada con el número 

JN-3/2021, promovida por XXXXXXXXXX frente al auto definitivo de fecha 

29 de agosto de 2018, dictado dentro del expediente número 2290/2016, 

del Juzgado Primero de Primera Instancia en materia familiar del Distrito 

Judicial de Saltillo. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 50/2021 

Se tiene por presentada la demanda de juicio de nulidad identificada 

con el número JN-3/2021, promovida por XXXXXXXXXX frente al auto 

definitivo de fecha 29 de agosto de 2018, dictado dentro del expediente 

número 2290/2016, del Juzgado Primero de Primera Instancia en materia 

familiar del Distrito Judicial de Saltillo. 

6. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, hace referencia al punto VI del mismo, el cual es el relativo a la 

aprobación, en su caso, del acuerdo referente a la demanda de juicio de 

nulidad identificada con el número JN-1/2021, presentada por 
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XXXXXXXXXX, frente al juicio especial de divorcio número 1691/2018, del 

Juzgado Cuarto de Primera Instancia en materia Familiar del Distrito Judicial 

de Monclova. 

El Magistrado Presidente menciona que en la sesión anterior el Pleno 

determinó asignar un defensor público para la promovente, por lo que pone 

a consideración del Pleno la propuesta de acuerdo. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 51/2021 

En fecha dos de marzo del año en curso, XXXXXXXXXX presentó en 

la Secretaría General de Acuerdos del Pleno del Tribunal Superior de 

Justicia, una demanda de juicio de nulidad. 

 De dicha demanda se desprende que la promovente solicita se 

declare la nulidad del juicio especial de divorcio, expediente número 

1691/2018, del Juzgado Cuarto de Primera Instancia en materia 

Familiar del Distrito Judicial de Monclova, promovido por 

XXXXXXXXXX en su contra.  

Ahora bien, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, en 

sesión de veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno, con fundamento 

en el artículo 119 del Código Procesal Civil para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza, determinó que se girara oficio al Director del 

Instituto Estatal de Defensoría Pública del Estado de Coahuila, a fin 

de que se le designara un defensor o defensora a la accionante 

XXXXXXXXXX.  

Luego, en cumplimiento a la determinación anterior, el veintiséis de 

marzo del presente año, se giró oficio al Director del Instituto Estatal 

de Defensoría Pública del Estado de Coahuila, quien en fecha seis 

de abril del año en curso, informó a esta autoridad que designó como 
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asesora jurídico adscrita a la Unidad de Defensa Civil y Familiar a la 

licenciada Imelda Torres Aldaco.  

Posteriormente, el día trece de abril de dos mil veintiuno se presentó 

la licenciada Imelda Torres Aldaco en la Secretaría General de 

Acuerdos del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, 

quien se impuso de las constancias del expediente identificado como 

JN-1/2021, y entabló comunicación con su representada. 

Ahora bien, del estudio integral del escrito de demanda se desprende 

que la promovente se duele en esencia del hecho de que ella nunca 

vivió en el domicilio señalado por el actor en su demanda. 

Es decir, la promovente alega en su favor que no fue debidamente 

llamada a juicio y/o emplazada porque en el domicilio en que se 

practicó el mismo ella nunca ha vivido.  

Ahora, al margen de lo antes expuesto, del propio escrito de 

demanda también se desprende que la accionante señaló lo 

siguiente: 

“…siendo las 09:10:38 a.m., del día 29/09/2020, promoví ante el 

 Juez  Cuarto de Primera Instancia Familiar de la ciudad de 

 Monclova, Coahuila, a solicitar una copia certificada del expediente 

 número 1691/218, y dicha solicitud fue acordada en auto de fecha 29 

 de septiembre del año dos mil veinte, y certificadas a los veintinueve 

 días del mes de septiembre del año dos mil veinte, como se 

 desprende a fojas 104, 105 y 106 al adverso y reversa, la cual me 

 fue entregada con fecha veintinueve de septiembre del año dos 

 mil veinte, como lo acredito con las copias certificadas del 

 expediente 1691/2018, expedidas por el C. Juez del Juzgado Cuarto 

 de Primera Instancia en materia Familiar del Distrito Judicial del 

 Monclova, lo  anterior para todos los efectos a que haya lugar.”    

Lo antes expuesto resulta relevante porque en términos del artículo 

893 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de 
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Zaragoza, el plazo para plantear el juicio de nulidad es de treinta días, 

contados desde el día en que el interesado haya tenido conocimiento 

o se hubiere hecho sabedor de alguna de las causas de procedencia 

a que refiere el artículo 892 del mismo ordenamiento. 

En este caso, de lo expuesto por la propia accionante se desprende 

con claridad que tuvo conocimiento del juicio que pretende anular, 

por lo menos desde el día en que compareció al mismo a solicitar 

copias certificadas, esto es, desde el día 29 de septiembre de 2020. 

Inclusive la actora acompaña a su demanda las mencionadas copias 

certificadas y efectivamente de las mismas se advierte que en fecha 

29 de septiembre de 2020, solicitó y le fueron entregadas las mismas.   

Entonces, hasta aquí se puede afirmar que la accionante tuvo 

conocimiento del juicio que pretende anular desde el día 20 de 

septiembre de 2020, mientras que la demanda que nos ocupa la 

presentó el día 02 de marzo de 2021, es decir, entre ambas fechas 

han transcurrido en exceso más de treinta días. 

De ahí que, en términos del referido artículo 893 del Código Procesal 

Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se determina que la 

presentación de la demanda de juicio de nulidad que nos ocupa, es 

extemporánea por haberse presentado fuera del plazo concedido 

para ello, por lo que por ese motivo no se admite a trámite la misma. 

Notifíquese por lista de acuerdos y en su oportunidad archívese el 

expediente como asunto totalmente concluido.    

 7. Acto continuo el Magistrado Presidente hace referencia al punto 

VII del orden del día relativo a la calificación de las excusas y, en su caso, 

presentación del proyecto referente al recurso de apelación RA-1/2021, 

interpuesto por el licenciado XXXXXXXXXX en contra de la sentencia 

definitiva de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, dictada por la Sala 

Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Estado, dentro del 
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expediente 07/2018 D.G.E. Siendo ponente el Magistrado Manuel Alberto 

Flores Hernández. 

Enseguida, el Magistrado Presidente solicita respetuosamente a las 

y los Magistrados integrantes de la Sala Civil y Familiar del Tribunal Superior 

de Justicia del Estado, que abandonen momentáneamente la Sala de 

Plenos, ya  que presentaron excusa para conocer de este asunto. 

 Atendida la petición en sus términos, el Presidente ordena llamar a 

las Magistradas Supernumerarias Olga Deyanira Fuentes Ramos y Astrid 

Amaya Zamora, quienes se encuentran presentes. 

 Por otra parte solicita a las Magistradas Supernumerarias Ana 

Guadalupe González Sifuentes y Lorena Ivonne Rodríguez Fernández, así 

como al Magistrado Supernumerario Martín González Domínguez, quienes 

se encuentran enlazados por medio de video conferencia a la presente 

sesión, que enciendan sus cámaras y audios. 

Dando fe el Secretario General que se cuenta con las condiciones 

necesarias de audio y video, y que existe quorum legal para la atención de 

este punto. 

El Magistrado Presidente pone a consideración la propuesta de 

acuerdo relativa a la calificación de las excusas, así como la propuesta 

referente a la presentación del proyecto de sentencia de referencia.  

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad de votos, 

el siguiente:  

ACUERDO 52/2021 

 En la sesión del Pleno del Tribunal de fecha siete de abril de dos mil 

veintiuno, las y los Magistrados integrantes de la Sala Civil y Familiar, María 

Eugenia Galindo Hernández, Iván Garza García, Gabriel Aguillón Rosales, 

César Alejandro Saucedo Flores y María del Carmen Galván Tello, basados 
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en el artículo 1132 del Código de Comercio, presentaron respectivamente 

sus excusas para conocer del proyecto de sentencia del recurso de 

apelación RA-1/2021, interpuesto por el licenciado XXXXXXXXXX en contra 

de la sentencia definitiva de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, 

dictada por la Sala Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado, dentro del expediente 07/2018 D.G.E. 

 Respecto a las excusas planteadas debe decirse que de las 

constancias que integran el expediente principal se desprende que la 

sentencia recurrida de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, fue dictada 

por los integrantes de la Sala Civil y Familiar, esto es, por las y los 

Magistrados María Eugenia Galindo Hernández, Iván Garza García, Gabriel 

Aguillón Rosales, César Alejandro Saucedo Flores e Iván Ortiz Jiménez en 

sustitución de la Magistrada María del Carmen Galván Tello. 

 Ahora el mencionado artículo 1132, en sus fracciones IX y X, 

establece lo siguiente: 

 “Artículo 1132. Todo magistrado, juez o secretario, se tendrá por forzosamente 

 impedido para conocer en los casos siguientes: 

 IX. Haber sido el juez abogado o procurador, perito o testigo en el negocio de que 

 se trate; 

 X. Haber conocido del negocio como juez, árbitro o asesor, resolviendo algún punto 

 que afecte a la sustancia de la cuestión;” 

 

 En este caso se considera que se actualizan los supuestos previstos 

en el mencionado artículo 1132 fracción IX y X del Código de Comercio, ya 

que resulta evidente que las y los Magistrados integrantes de la Sala Civil y 

Familiar participaron como jueces de primera instancia en la sentencia 

ahora apelada, con excepción de la Magistrada María del Carmen Galván 

Tello, quien ya contaba con excusa en dicho juicio y quien ahora la reitera 

en los mismos términos por tratarse de un juicio de Gobierno del Estado. 

 Por tanto, con fundamento en el precepto legal antes citado, se 

califican de legales las excusas presentadas por las y los Magistrados María 
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Eugenia Galindo Hernández, Iván Garza García, Gabriel Aguillón Rosales, 

César Alejandro Saucedo Flores y María del Carmen Galván Tello. 

 De manera que para el conocimiento del recurso de apelación de 

referencia, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, quedará integrado por las y los Magistrados Numerarios 

Miguel Felipe Mery Ayup, Juan José Yáñez Areola, Homero Ramos Gloria, 

Manuel Alberto Flores Hernández, María Luis Valencia García, Luis Efrén 

Ríos Vega y José Ignacio Máynez Varela, así como en sustitución de los 

integrantes de la Sala Civil y Familiar, respectivamente, por las y los 

Magistrados Supernumerarios Lorena Ivonne Rodríguez Fernández, Ana 

Guadalupe González Sifuentes, Astrid Amaya Zamora, Olga Deyanira 

Fuentes Ramos y Martín González Domínguez. 

 Luego, una vez que han sido calificadas legales las excusas de 

cuenta, se tiene por presentado el proyecto de referencia y por tanto se 

ordena circular el mismo a las y los Magistrados que conocerán del recurso 

de apelación de mérito, haciéndoles saber que las constancias que integran 

el expediente principal se encuentra a su disposición en la Secretaría 

General de Acuerdos de este Pleno del Tribunal. 

 Sin perjuicio de lo anterior, en términos del artículo 214, en relación 

con el artículo 199, fracción IV, ambos del Código Procesal Civil para el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, de aplicación supletoria a la materia, se 

ordena notificar a las partes la presente determinación a fin de garantizar el 

derecho de recusación previsto en el artículo 1134 del Código de Comercio. 

 Trasládese certificación de este acuerdo al expediente relativo. 
 

8. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, hace referencia al punto VIII del mismo el cual es el relativo a la 

aprobación, en su caso, del proyecto de resolución relativo a la denuncia de 

contradicción de criterios de Tribunales de Apelación de la Sala Colegiada 

Penal, presentada por el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega. 
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 El Magistrado ponente es José Ignacio Máynez Varela, quien 

presenta este proyecto, el cual está a consideración de los presentes. 

En uso de la voz, el Magistrado Gabriel Aguillón Rosales señala que 

no es procedente la contradicción o lo que se plantea como contradicción 

de tesis por las siguientes razones. 

 Primero, por un principio lógico y jurídico para que exista una 

contradicción de tesis los criterios contendientes deben de provenir de 

distintos Tribunales y en el caso concreto lo que se plantea es una 

contradicción de criterios derivados de una misma sala, que es la Sala 

Colegiada Penal. 

Cuando se plantean contradicciones entre criterios de un mismo 

tribunal, estamos hablando de otras figuras jurídicas, como sería la 

modificación, variación, el abandono, la superación, la interrupción o 

sustitución de criterios y para esto hay procedimientos establecidos en 

nuestras legislaciones. 

En apoyo a lo que se está señalando hay diversas tesis sustentadas 

por los máximos tribunales del país, como sería el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, la Segunda y Cuarta Sala de la misma Corte. 

 El Magistrado Aguillón Rosales cita el número de las mismas, el 

primero es el registro 206428 y en ella se sostiene en lo conducente que 

cuando los criterios que se consideran en pugna provienen de un mismo 

tribunal se está en presencia de una modificación o variación de criterio, 

mas no de una contradicción de tesis. 

Otro criterio que trae a cuenta es la tesis con número de registro 

207787, de la cuarta sala que en la parte conducente señala que la 

contradicción consiste en la existencia de criterios divergentes que 

provengan de dos o más de esos órganos que versen sobre una misma 
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cuestión jurídica y no a cambios de criterio de los integrantes de un mismo 

tribunal. 

Continuado el Magistrado Decano Aguillón Rosales menciona otra 

tesis de la Cuarta Sala, identificada con el número 205419 del Pleno, señala 

en lo conducente que los razonamientos a examen de la contradicción de 

tesis deben provenir de órganos diferentes. 

Luego, menciona la tesis número 2004369 de la Segunda Sala, de 

donde básicamente sostiene lo mismo, por lo que señala que hay razones 

importantes en estas tesis para desechar de plano la contradicción que se 

pretende plantear. 

Agrega que no se desconoce que pudiera argumentarse lo dispuesto 

por el artículo 3, fracción XVI del Código Nacional de Procedimientos 

Penales.  

En materia penal, el Tribunal de Alzada se integra por tres 

magistrados, en el caso de nuestro Estado y que quienes emitieron los 

criterios contendientes serían dos integraciones distintas y, por lo tanto, 

podría plantearse en esos términos la contradicción. 

Sin embargo, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, en su artículo 286 que se refiere al Sistema Penal 

Acusatorio, no reputa a estas integraciones como órganos autónomos, 

independientes o diferenciados, sino que la potestad jurisdiccional la sigue 

confiriendo a la Sala Colegiada Penal y los órganos jurisdiccionales que 

reconoce la referida ley, son las Salas, en particular la Sala Colegiada 

Penal, sin perjuicio de que esta pueda organizarse u organizar a sus 

integrantes de manera rotativa para cumplir con lo dispuesto en el Código 

Nacional de Procedimientos Penales. 

 Sostener un criterio distinto, nos llevaría a pensar que son tribunales 

distintos y reconocer por lo menos, la existencia de 10 tribunales distintos 
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en materia penal en el distrito judicial de Saltillo, y otros tantos, del distrito 

judicial de Torreón, por las combinaciones posibles que se pueden 

presentar a partir de los integrantes de dicha Sala. 

Esto, si bien les da la competencia, o constituyen la integración 

necesaria para resolver los recursos, en materia penal no los constituye 

como órganos autónomos, independientes que puedan establecer esa 

contradicción de tesis, en todo caso, si se adoptara este criterio tendríamos 

que ir pensando en darles una estructura en cada uno de estas posibles 

integraciones de tribunales y variar los procedimientos que se siguen. 

Entonces ahí hay un tema que nos impediría reconocer la 

independencia de estas integraciones como tribunales autónomos. 

Continuando el Magistrado Gabriel Aguillón Rosales señala que aun 

en el supuesto de que no se considerara de esta forma y se les diera esta 

autonomía no debemos desconocer que la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Coahuila de Zaragoza, a quien reconoce la potestad de 

generar jurisprudencia es a las Salas, no refiere en forma alguna a este tipo 

de integraciones. 

Los artículos 261 y 263 de la mencionada Ley, expresamente 

establecen que quienes están facultados para generar jurisprudencia son 

las propias Salas del Tribunal, la Sala Penal y la Sala Colegida Civil, y en 

su caso, la Sala Regional, además de algunos otros órganos como serían 

los Tribunales Distritales pero en forma alguna reconocen a estas 

integraciones para que generen jurisprudencia. 

De tal suerte que esta diferencia que se plantea entre criterios 

sostenidos al interior de la propia Sala, debe de zanjarse mediante los 

mecanismos que la propia ley establece para el caso de la posible 

interrupción de jurisprudencia, porque finalmente hay un criterio en lo que 

se advierte del proyecto, que habría sido reiterado en ocasiones suficientes 

para considerarlo vinculatorio, en tanto que este nuevo criterio que se 
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propone plantearlo como contradictorio, no alcanza la calidad de interrumpir 

ese criterio porque se requieren tres en el mismo sentido. 

 Luego, el Magistrado Decano Aguillón Rosales menciona que 

aunado a lo anterior y para sostener la improcedencia de lo que se plantea 

como una contradicción de tesis, considera que no se puede hablar de dicha 

contradicción cuando uno de los criterios es vinculatorio y el otro no, por lo 

que señaló anteriormente. 

Hay efectivamente en el tema que se plantea, una tesis o un criterio 

en contrario, sin embargo, como ya señaló para que se interrumpa esa 

obligatoriedad del primer criterio, tendrían que darse tres en sentido 

contrario, y solamente se lleva uno, de tal manera que no deja de ser un 

mero precedente. 

De tal suerte que por las razones señaladas anteriormente le parece 

que la denuncia que se hace de contradicción de tesis es notoriamente 

improcedente y por lo tanto debe desecharse.  

Enseguida, en uso de la voz el Magistrado Iván Garza García señala 

que en esencia se suma a los comentarios que acaba de decir el Magistrado 

Decano respecto a la improcedencia del mecanismo para la emisión de 

jurisprudencia por contradicción de criterios, que no es procedente cuando 

estos criterios son sustentados por una misma sala como ocurre en la 

especie, por lo que se aparta del sentido del proyecto planteado de la forma 

en que se hizo.  

El Magistrado Garza García menciona que parte de la base de que 

la Sala Penal ha venido sustentando un determinado criterio y por tanto, 

posteriormente en alguna de sus sesiones resuelve a partir de un criterio 

contrario en una sola resolución. 

Entonces, la pregunta a dilucidar es ¿Si es posible aplicar la figura 

de la contradicción de criterios, tratándose de criterios emanados de una 
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misma sala? le parece que no es el caso, siendo improcedente porque 

conforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, tanto la jurisprudencia por 

contradicción, como por reiteración pueden interrumpirse o modificarse por 

el mismo órgano jurisdiccional que emite los criterios y las jurisprudencias. 

Esto es relevante porque la Ley establece un sistema precisamente 

para que el órgano emisor pueda adoptar nuevos criterios con los que 

aquella jurisprudencia quede interrumpida, en cambio si nosotros 

atendemos a la posibilidad de que haya una contradicción de criterios en 

los términos de la Ley Orgánica y una denuncia correspondiente en ese 

sentido, sustentados estos criterios por el mismo órgano judicial, como la 

contradicción que se plantea, no se adapta al referido sistema al cual hizo 

alusión, porque ello limitaría la facultad de interrumpir o modificar la 

jurisprudencia emanada de un mismo órgano jurisdiccional, lo que incluso 

se traduce en la posibilidad de impedir el ejercicio propio de la función 

jurisdiccional que tiene que realizar el órgano en el uso de sus atribuciones. 

El Magistrado Iván Garza García manifiesta que a su juicio la figura 

de contradicción de criterios que regula la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Coahuila de Zaragoza, para el caso de criterios sustentados 

por las Salas que componen el Tribunal Superior de Justicia, solo es 

procedente cuando los criterios contradictorios procedan de Salas distintas, 

y no cuando se emana de una sola de ellas. 

Ahora, nos puede orientar la forma en que se constituye la 

jurisprudencia por contradicción por parte de las autoridades federales para 

ello, como se señala en el artículo 225 de la Ley de Amparo. 

Es decir la Ley de Amparo, que regula el mecanismo de la 

contradicción de criterios, tratándose de autoridades federales es más 

afortunado en su redacción porque incluye la palabra “entre” y deja claro 

que debe haber dos o más órganos para que pueda haber una contradicción 

de criterios. 
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Sin embargo, nuestra Ley Orgánica cuando refiere a la contradicción 

de criterios, en su artículo 269, no tiene la misma redacción que la Ley de 

Amparo, ya que dicho artículo dispone que la jurisprudencia del Pleno del 

Tribunal Superior de Justicia por contradicción se regirá por un determinado 

procedimiento, la fracción I, se refiere al señalamiento del órgano u órganos 

que incurren en la contradicción y posteriormente, en la fracción II, 

establece que la denuncia versará sobre criterios sustentados por las Salas 

del Tribunal Superior de Justicia o por su Sala Regional, es decir en el 

primer caso, habla en el sentido singular y en el segundo caso no refiere a 

la palabra “entre” como lo hace la Ley de Amparo. 

Con independencia de esta redacción, es importante hacer una 

interpretación sistemática de la Ley, para tener en todo caso un contenido 

íntegro, así como una idea completa que resulte coherente axiológicamente 

y afine la voluntad subjetiva que subyace en las normas. 

De esta interpretación sistemática a la cual hace referencia, da 

cuenta el máximo tribunal del país y ha sido sustentado por una tesis de 

muy reciente acuño con número de registro 2022675, cuyo rubro reza y da 

lectura: 

 “interpretación sistemática puede prevalecer incluso sobre lo 

 precisado en  las exposiciones de motivos o en los dictámenes 

 emitidos por los órganos legislativos” 

 Cuando resulte coherente con la voluntad objetiva que subyace en 

la norma, dicho de otra forma, tenemos la obligación de interpretar con 

independencia de la redacción de los propios artículos, exposición de 

motivos, inclusive de las opiniones de los órganos legislativos, la norma en 

su conjunto para extraer de ella la verdad objetiva y llegar a una resolución 

que resulte más adecuada a dicha verdad. 
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Además queda claro con las tesis que ya mencionó el Magistrado 

Decano Aguillón Rosales, que por supuesto la contradicción de tesis debe 

derivar de organismos distintos. 

Continuando el Magistrado Iván Garza García menciona que además 

trae a cuenta una jurisprudencia de la Primera Sala, con número de registro 

165077, a cuyo rubro da lectura: 

“Contradicción de tesis entre tribunales colegiados de circuito. 

 Condiciones para su existencia.” 

Enseguida, el Magistrado José Ignacio Máynez Varela da un 

contexto sobre el proyecto que presenta, menciona que se trata de una 

denuncia de criterios contradictorios de Tribunales de apelación de la Sala 

Colegiada Penal, formulada por el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega 

integrante de dicha Sala Colegiada Penal. 

Los criterios contradictorios contendientes fueron emitidos por las 

sentencias 141 de diecinueve de diciembre de dos mil diecinueve y  la 73 

del veintidós de septiembre del año dos mil veinte, la primer sentencia 

mencionada fue aprobada por la mayoría de votos de los siguientes 

Magistrados Luis Efrén Ríos Vega, Homero Ramos Gloria y con voto en 

contra del Magistrado Oscar Aarón Nájera Davis, actualmente Magistrado 

en retiro.  

Ahora la segunda sentencia fue aprobada por mayoría de votos, de 

los Magistrados Manuel Alberto Flores Hernández, María Luisa Valencia 

García y con voto en contra del Magistrado Luis Efrén Ríos Vega. 

El objeto de la denuncia de contradicción de criterios consistió en 

determinar la procedencia de la contradicción, y en su caso, precisar el 

criterio que debe de prevalecer. 

 Analizadas que fueron las sentencias contendientes, se estimó que 

sí existen criterios contradictorios ya que en la sentencia identificada con el 
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número 141 pronunciada por la Sala Colegiada Penal, dentro del toca 

40/2019-E que revocó para efectos la reposición del procedimiento del auto 

dictado por el juez de ejecución en el distrito judicial de Río Grande, se 

reconoció el derecho de audiencia en los traslados como excepción al 

voluntario, así como el derecho a ofrecer pruebas como una formalidad 

esencial del procedimiento para garantizar su adecuada defensa, en donde 

efectivamente tuviera la posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas para 

contradecir los hechos y motivos del traslado. 

Por otra parte, en contrario a lo señalado por la sentencia 141, la 

sentencia identificada con el número 073, sostuvo que el artículo 52 de la 

Ley Nacional de Ejecución Penal, no prevé que al sentenciado le 

corresponda el derecho a ser oído en una audiencia pública y por lo tanto,  

tampoco podrá ofrecer pruebas, ya que únicamente el actuar del juzgador 

se limita a calificar la legalidad de dicho traslado dentro de las siguientes 48 

horas. 

Señala que también en dicha sentencia se expuso que el Juez de 

Ejecución debe resolver solo con base a las constancias o datos que la 

autoridad administrativa le remita al notificarle la determinación del traslado, 

sin que lo faculte para recabar constancias o información adicional dada la 

premura exigida para la calificación pues en caso de inconformidad por 

alguna de las partes este tendrá a su alcance el recurso de apelación 

Del análisis de las dos posturas contendientes pone de relieve que 

existe una discrepancia de contradicción de criterios sobre el mismo tema, 

se somete a consideración y en su caso, a discusión de este Pleno que el 

criterio que debe prevalecer con carácter de jurisprudencia, es el criterio 

sustentado por el Tribunal de Apelación de la Sala Colegiada Penal, que 

emitió la sentencia número 073 de veintidós de septiembre del año dos mil 

veinte, por medio de la cual se determinó que tratándose de traslados como 

excepción al voluntario que regula el artículo 52 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, dentro del periodo de 48 horas que concede dicha norma, 
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no procede celebrar una audiencia pública ante el Juez de Ejecución Penal, 

así como tampoco otorgar al sentenciado oportunidad de ofrecer pruebas 

para controvertir la causa de su  reubicación. 

Para llegar a la conclusión anterior, fue necesario el análisis referente 

a como se regulan las hipótesis de reubicación, de esta forma se hizo un 

análisis de la Ley, de traslados voluntarios y traslados involuntarios, así 

como la excepción al traslado voluntario. 

Al estudiar este supuesto la autoridad penitenciaria como caso de 

excepción es competente para conocer y decidir respecto los traslados 

como excepción al voluntario, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 

El traslado como excepción al voluntario establece supuestos para 

su procedencia, el primero de ellos, en su fracción I, tenemos que es en 

caso de delincuencia organizada y medidas especiales de seguridad; el 

segundo caso es cuando se pone en riesgo el objetivo para la integridad y 

la salud de la persona privada de su libertad; y el tercer caso, es cuando se 

ponga en riesgo la seguridad y  gobernabilidad del Centro Penitenciario. 

Los supuestos de procedencia para que se realice el traslado con 

excepción al voluntario no solo se prevén en situaciones específicas y 

concernientes al sentenciado, sino también es para salvaguardar la 

estabilidad, el orden y la disciplina de los centros penitenciarios a fin de 

crear las condiciones más propicias para tratamiento adecuado de las 

personas privadas de la libertad, incluyendo a quien se traslada en un 

enfoque centrado en la reinserción social.  

En ese sentido el derecho humano del sentenciado a purgar la pena 

de prisión en el Centro Penitenciario más cercano a su domicilio no es 

absoluto y puede quedar sujeto a casos y condiciones que actualicen los 

supuestos a que se refiere al artículo 52 de dicha ley. 
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 Es decir, en casos de delincuencia organizada y medidas especiales 

de seguridad, en caso de riesgo objetivo para la integridad y salud de la 

persona privada de su libertad y en caso de que se ponga en riesgo la 

seguridad y gobernabilidad del Centro Penitenciario, por lo que se insiste 

que las restricciones a este derecho obedecen a circunstancias legalmente 

establecidas a motivos facticos, imprevistos o ajenos al actuar de la 

autoridad penitenciaria, ya sea por las condiciones personales del propio 

interno o  por  causas externas. 

La decisión del centro penitenciario de trasladar al sentenciado no es 

autónoma ya que su validez y subsistencia de traslado derivan de la 

calificación que haga el juez competente que debe resolver de la revisión la 

legalidad de dicho traslado dentro de las 48 horas siguientes, se insiste en 

el que el proceder del centro penitenciario que ordena el traslado como 

excepción al voluntario obedece a la respuesta a una causa que hace 

urgente y necesario el traslado, no es una causa que se le puede gestionar 

con aparente normalidad, pues ello depende de la estabilidad, el orden y la 

disciplina del centro penitenciario al ponerse en riesgo con la conducta de 

la persona privada de su libertad, la seguridad institucional. 

Por ello se estima, que con relación a los traslados como excepción 

al voluntario, dados los extremos señalados por el artículo 52 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal no se puede exigir al Juez de Ejecución que 

dentro del término de 48 horas con que cuenta para calificar la legalidad de 

un traslado tenga que celebrar una audiencia pública, sino que su actuar 

únicamente tiene que obligarse a la calificación de dicho traslado, es decir 

declarando su legalidad o dejando sin efecto este.  

Por lo anteriormente expuesto, somete a consideración el proyecto. 

Luego, en uso de la voz el Magistrado César Alejandro Saucedo 

Flores manifiesta que se suma a los comentarios realizados por el 

Magistrado Gabriel Aguillón Rosales e Iván Garza García en el sentido de 
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la improcedencia de la contradicción que nos ocupa, solamente quiere 

abonar un poco. 

El Magistrado Saucedo Flores señala que su agregado es en el 

sentido, el propio proyecto de sentencia hace referencia de que existen 

precedentes en la Sala Penal en los tocas 32, 44, 45, 47 y 48, hay un 

aspecto cronológico muy importante que considera merece destacarlo, son 

sentencias que se pronunciaron en dichos tocas, del treinta de septiembre 

del año dos mil diecinueve, del treinta de octubre de dos mil diecinueve, del 

once de noviembre de dos mil diecinueve, del veintitrés de octubre de dos 

mil diecinueve. 

Esto es importante porque en términos del artículo 262, en relación 

con el 263, tenemos en ese sentido jurisprudencia por reiteración que deriva 

de la Sala, independientemente de que no se haya publicitado.  

Entonces, independientemente de que no esté publicada, ya es 

jurisprudencia, las sentencias que aquí están contendiendo al menos aquí 

así se plasma, son una del diecinueve de diciembre en fecha posterior a lo 

que se tenía reseñado, jurisprudencia por reiteración en ese sentido. 

De manera que esa sentencia de fecha diecinueve de diciembre y la 

otra del veintidós de septiembre de dos mil veinte, trae el criterio anterior, 

es decir la sentencia número 141 del mes de diciembre se traduce en una 

eventual interrupción de la jurisprudencia. 

 En principio podría entenderse así, pero para que ello sucediera, en 

términos del artículo 278 de la Ley Orgánica era necesario tener otras dos 

en ese mismo sentido, en el sentido de interrumpir lo que por jurisprudencia 

ya se tenía. 

Entonces es claro el artículo 278 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado, y se permite dar lectura  
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“…ARTÍCULO 278. La jurisprudencia por reiteración o por 

contradicción que emane del Pleno y de las Salas del Tribunal 

Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje o del Tribunal de Apelación Especializado en 

materia de Adolescentes, según el caso, se interrumpirá por otras en 

contrario de ellas, según corresponda, siempre y cuando: 

  

I. Tratándose del Pleno, la interrupción se apruebe por lo menos 

por las dos terceras partes de los magistrados y existan dos 

resoluciones subsecuentes en contrario que se dicten de manera 

ininterrumpida por parte del Pleno…” 

 

Continuando el Magistrado César Alejandro Saucedo Flores, señala 

que el Magistrado Garza García hablaba de la interpretación sistemática de 

los distintos ordenamientos de la mencionada Ley Orgánica, cree que este 

precepto es muy importante traerlo a colación porque si adoptamos un 

criterio distinto en el sentido de tomar por buena la contradicción de tesis, 

dejaríamos de adoptar el citado artículo 278 de la Ley Orgánica, fracción I, 

segundo párrafo, porque estaríamos creando jurisprudencia por 

contradicción, o haría las veces de una interrupción, y las reglas de 

jurisprudencia es mediante otros tres nuevos criterios. 

Agrega que el Magistrado Decano Aguillón Rosales, señala que se 

pudiera hablar de que se apartó del criterio una nueva reflexión, pero no 

válidamente de una contradicción de tesis. 

 Entonces, en este evento bajo estos argumentos  y comentarios de 

los magistrados, lo que se estaría haciendo es una nueva reflexión, pero 

esto no da entrada al estudio de una contradicción de tesis porque se dejaría 

de aplicar el artículo 278 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

de Coahuila de Zaragoza. 

 En uso de la voz el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega señala que va 

a estructurar en tres apartados sus comentarios, el primero tiene que ver 

con su posicionamiento sobre la procedencia, tanto en lo que hace a los 

comentarios de si se puede o no presentar una contradicción de criterios de 
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una misma Sala, como la procedencia en si misma de los criterios en 

contienda y el tema que tiene que ver con el fondo del asunto. 

 En primer lugar sobre la procedencia refiere tres argumentos 

fundamentales que hacen tener una óptica distinta por la regulación 

específica que tenemos de la institución de la jurisprudencia local en 

Coahuila, en el año 1999 en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

de Coahuila de Zaragoza, se establece un apartado específico que regula 

tres tipos de jurisprudencia, que se diferencian por la forma en cómo se 

desarrolla esa jurisprudencia y por el tipo de órgano que la desarrolla, 

explica la jurisprudencia por reiteración, contradicción y declaración. 

Respecto a la contradicción, señala que en la Ley Orgánica en el 

artículo 269, fracción II, se establece que la jurisprudencia del Pleno del 

Tribunal Superior de Justicia por contradicción se regirá de acuerdo al 

procedimiento siguiente, fracción II, la denuncia versará sobre criterios 

sustentados por las Salas del Tribunal Superior de Justicia o por su Sala 

Regional, esa es una primera facultad clara y expresa.  

Segunda cuestión importante es que las Salas en el artículo de la 

mencionada Ley Orgánica, establece la facultad para dirimir la 

contradicción, cuando la contradicción verse sobre criterios sustentados por 

Tribunales Distritales o inclusive Jueces del Poder Judicial del Estado, el 

competente para dirimir esas contradicciones es la Sala de su competencia. 

En esta segunda cuestión no hay solamente un argumento literal que 

la contradicción por las Salas, sino también hay un argumento de facultad 

expresa en donde justamente el artículo 270 de dicha Ley señala que la 

Sala solamente tiene competencia para dirimir jurisprudencia por 

contradicción, cuando se tratan criterios sustentados por Tribunales 

Distritales y jueces del Poder Judicial del Estado. 

Manifiesta que esto es importante entenderlo porque los criterios que 

trajeron a cuenta los Magistrados, en términos de que un órgano no puede 
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generar una denuncia de contradicción, es porque la organización y 

funcionamiento del Poder Judicial Federal es distinto. 

Continuando el Magistrado Ríos Vega señala que las Salas no tienen 

competencia para dirimir sus propias contradicciones, las Salas tienen 

competencia para dirimir contradicciones entre los jueces y tribunales 

unitarios, inclusive entre ellos, porque literalmente el artículo 270 lo señala 

en ese sentido. 

Ahora el argumento funcional, como lo comentaba el Magistrado Iván 

Garza García, de interpretar las normas, la interpretación sistemática 

funcional tiene por objeto hacer que un sistema, aun cuando resulte 

contradictorio, la interpretación le genere una forma de entenderlo de 

manera coherente y funcional de tal suerte que todo un sistema se entienda 

de manera lógica. 

Es lógico que existan contradicciones entre las Salas, por el 

funcionamiento que tenemos en la Ley Orgánica, en su capítulo de función 

jurisdiccional, en específico el de órganos jurisdiccionales y menciona que 

en el artículo 286 de la mencionada Ley,  dice que la función jurisdiccional 

en materia penal se ejerce por las Salas del Tribunal Superior de Justicia 

del Estado, y en el apartado de medios de impugnación habla de Salas 

Colegiadas y Salas Unitarias. 

Ahora como regla general funcionamos con una Sala Colegiada 

Penal y esa Sala integra la Sala Penal, así como la Sala Regional o al 

Sistema Nuevo, Salas del Tribunal. 

Por esa razón resultan inatendibles las tesis mencionadas por el 

Magistrado Gabriel Aguillón Rosales, todas refieren un criterio fundamental 

de un mismo tribunal, pero aquí no hay un mismo tribunal, porque son 

tribunales diferentes que integran conforme al sistema tradicional o nuevo 

sistema, diversas salas. 
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La tercera forma de interpretación lógica tiene que ver con las 

interpretaciones teleológicas, es decir, cuál es la finalidad de estas 

instituciones para entender lógicamente como se debería aplicar, aquí se 

tendría que entender que la finalidad de una jurisprudencia es darle certeza 

a la aplicación igualitaria de la ley, es decir, que la jurisprudencia obligue a 

todos que frente a casos iguales tengamos que resolver situaciones o fallos 

similares. 

El Magistrado Ríos Vega menciona que le parece un despropósito 

que las Salas por el hecho de modificar e interrumpir puedan estar 

emitiendo diferentes criterios contradictorios y entre ellos no exista la 

posibilidad de que este Pleno cómo órgano máximo sea el competente para 

decirle que no puede emitir diferentes reflexiones, sino cual reflexión debe 

prevalecer. 

En ese sentido, para la disidencia, la Ley también establece que la 

Sala puede pedirle al Pleno con un nuevo caso o una nueva reflexión que 

interrumpa o modifique. 

 El Magistrado Ríos Vega explica que la interrupción es una figura 

que deja sin efectos el carácter obligatorio y por eso requiere en términos 

lógicos los mismos requisitos de la  jurisprudencia por reiteración, pero la 

modificación es una institución que permite al órgano que conforma esa 

jurisprudencia apartarse para hacer matices para modificarlo pero no para 

contradecir ese criterio en ese sentido. 

El Magistrado Ríos Vega señala que de los precedentes anteriores 

no fijaron razones como los dos criterios contendientes que se están 

resolviendo aquí, en realidad si se revisan los demás precedentes no hay 

argumentación, ni contradicción entre los puntos divergentes que se están 

haciendo. 

Sobre la procedencia del criterio coincide con los argumentos del 

Magistrado Ignacio Máynez Varela, es evidente la contradicción que existe 
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entre los Tribunales en materia penal, la pregunta general que se comenta 

en el proyecto es, ¿En un traslado involuntario debe observarse o no una 

garantía de audiencia? Un tribunal dijo sí, en estos términos y otro tribunal 

dijo no en estos términos, los dos criterios son muy respetables. 

El Magistrado Ríos Vega felicita al Magistrado Máynez Varela por el 

estudio realizado sobre el principio de seguridad en los centros 

penitenciarios para así justificar la excepción a la garantía de audiencia, 

algo que se había trabajado de manera específica en los tribunales de 

apelación. 

También manifiesta que se aparta de la argumentación, primero por 

un argumento literal, los artículos 49, 50, 51 y 52 de la Ley de Ejecución 

Nacional, solamente hay dos tipos de traslados: los traslados voluntarios y 

los traslados involuntarios y los explica.  

Señala que el matiz y diferencia entre el artículo 51 y 52 de la 

mencionada ley, es que establece de manera expresa que la excepción no 

es al traslado involuntario y menciona que en eso discrepa con el proyecto, 

da lectura a una parte del artículo 52: 

“…en todos los supuestos de excepción sin autorización previa…” 

No dice sin audiencia previa, los artículos 51 y 52 regulan los 

traslados involuntarios bajo dos perspectivas, unos requieren autorización 

previa del juez y otros que requieren autorización posterior, que en casos 

urgentes la autoridad penitenciaria puede trasladar al reo y dentro de las 48 

horas siguientes, un juez sea el que determine al respecto, pero reitera que 

no dice sin audiencia previa, porque la regla del traslado involuntario en el 

artículo 51, dice de manera expresa que deberá ser siempre en audiencia 

previa. 

Entonces, sí se interpreta de manera literal la mencionada Ley, en 

sus artículos 51 y 52, la excepción al traslado voluntario no es la excepción 
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al traslado involuntario y ahí es donde discrepa con el proyecto porque su 

argumentación dice que no debe de observarse garantía de audiencia 

porque es una excepción al traslado, pero dice como caso de excepción al 

artículo 50, no al 51, y el 51 es el que establece la audiencia ante el juez. 

La única diferencia es el artículo 52 que dice en todos los supuestos 

de excepción sin autorización previa, explica que para  la autorización previa 

no es necesario para trasladarlo, ir con un juez previamente, se puede 

trasladar y luego se acude ante el juez en audiencia pública conforme al 

artículo 51. 

Segundo, menciona que en el aspecto constitucional, aun y cuando 

la ley no lo dijera la jurisprudencia nos obliga a dar una garantía, la garantía 

de audiencia en ese sentido.  

Tercero, en Tratados Internacionales son claros, como las Reglas 

Mandela, que son las reglas universales que de una u otra manera nos rigen 

para fijar los derechos de las personas privadas de la libertad, los 

estándares internacionales dicen que cualquier afectación a la privación de 

la libertad, se les debe oír previamente.  

Por todo ello, coincide con el proyecto en cuanto a que es procedente 

por las razones que ya mencionó, en los dos casos hay contradicción de 

criterios y frente a este tema, le parece importante que este Pleno, no debe 

de renunciar a la facultad de decidir cuál es el criterio obligatorio que se 

debe cumplir.  

Enseguida el Magistrado Iván Garza García aclara que primero 

debería determinarse si es o no procedente la denuncia de contradicción, 

para luego aludir al fondo del asunto. 

Acto seguido, el Magistrado Presidente señala que dentro del 

proyecto presentado por el Magistrado José Ignacio Máynez Varela justifica 

la procedencia y aborda el tema, pero si están de acuerdo como Pleno, tal 
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y como lo menciona el Magistrado Garza García, podría votarse en principio 

la procedencia y posteriormente el criterio que adopta el Pleno en la 

contradicción de criterios.  

El Magistrado Manuel Alberto Flores Hernández, señala que 

respecto a los comentarios de los Magistrados, argumenta primero que no 

considera que exista una contradicción de tesis, hay contradicción de 

criterios de una forma simple. 

Continuando el Magistrado Flores Hernández manifiesta que 

abonando al proyecto del Magistrado Máynez Varela, en la propia 

resolución se transcribe la litis, señala que la resolución número 141, refería 

el derecho del sentenciado de ser oído en audiencia para poder ser 

trasladado, aun cuando sea un traslado especial, cuando sea el traslado 

que se refiere el artículo 52. 

Aclara que en la resolución que presentaron número 73/2020, 

resolvieron confirmando la resolución del Juez de Ejecución, porque si se 

celebró la audiencia, si dio cumplimiento a la resolución de la segunda 

instancia, lo único que sucedió en este caso, fue que el Juez en la audiencia 

no permitió diferirla para que la defensa del propio sentenciado y el propio 

sentenciado pudieran aportar datos de pruebas sufrientes que tenían para 

acreditar que no era necesario el traslado. 

Por lo que en dicha resolución se resolvió de manera clara y se dio 

cumplimiento a la ejecutoria, escuchándolo en audiencia, se notificó, 

estuvieron las partes, se les concedió el uso  de la voz, lo único que sucedió 

es que con apego al artículo 52 de la mencionada Ley, el juez de ejecución 

no pudo diferir.  

El Magistrado Presidente señala que en principio, están frente a una 

contradicción de la procedencia o no de esta contradicción de tesis, a partir 

de la solicitud presentada por el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega, vamos 
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concluyendo esta parte y someter a votación la procedencia de dicha 

contradicción para posteriormente abordar el fondo.  

Continuando en el mismo punto, los Magistrados Iván Garza García 

y Gabriel Aguillón Rosales dieron respuesta a ciertos puntos señalados por 

el Magistrado Ríos Vega, relativos a la procedencia de la contradicción y 

manifestaron ideas complementarias.  

La Magistrada María del Carmen Galván Tello, coincide con el 

Magistrado Ríos Vega, en que es procedente la cuestión de declaración por 

contradicción de tesis y coincide por dos razones específicamente. 

Primero, interpreta de manera distinta de como lo hace el Magistrado 

Aguillón, el artículo 3° del Código Nacional de Procedimientos Penales, 

porque dicho artículo hace una especie de glosario y en la fracción XVI, 

señala a los Tribunales de Alzada y más adelante habla sobre los órganos 

jurisdiccionales y vuelve a referirse a los Tribunales de Alzada. 

Entonces estamos entendiendo que ellos trabajan en este Sistema 

de Justicia Penal a través de Tribunales con integraciones distintas. 

Sin embargo, de la lectura del proyecto aun y cuando coincide en que 

es procedente, cree que los dos criterios vienen del mismo asunto y ahí 

variaría esa consideración porque entonces ya no se está hablando de 

asuntos diferentes, pero provienen del mismo asunto y estaríamos hablando 

de otro supuesto.  

Luego, el Magistrado Máynez comenta que es una misma persona 

privada de la libertad, que hay que recordar que el juez de ejecución califica 

de legal el traslado, se va al Tribunal de Apelación, conformado por los tres 

magistrados que dejan insubsistente lo resuelto por el juez de ejecución, en 

virtud de que había una violación a la garantía de audiencia, donde no había 

podido ofrecer pruebas la persona privada, precisamente para contradecir 

lo que había dicho el órgano administrativo.  
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Entonces al momento que se deja insubsistente, se ordena la 

audiencia por parte del juez de ejecución, esta se lleva a cabo y la resolución 

que el da es que ya habían pasado incluso las 48 horas que da la Ley, para 

que pronuncie la legalidad sobre el mismo.  

En ese sentido resuelve y posteriormente se va al Tribunal de 

Apelación, por lo que es el mismo asunto con dos criterios diversos. 

El Magistrado Máynez Varela manifiesta que se cumplió con lo que 

marca la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado y hay una contradicción 

de criterios denunciada por un Magistrado, se hizo la denuncia y trámite de 

manera correspondiente. 

Además, como ya se ha referido es importante fijar un criterio por 

parte del Pleno. 

El Magistrado Saucedo Flores hace una reflexión con relación a si la 

Sala Regional ya tienen tres sentencias en ese mismo sentido, prevalece el 

mismo criterio tanto allá, como aquí, y la jurisprudencia esta como tal, lo 

único que falta es la sistematización de la misma. 

El Magistrado Presidente manifiesta que una vez ya establecidas las 

posturas, para en principio tener como Pleno, la votación respecto a la 

procedencia o no para posteriormente discutir el fondo, que ya se ha vertido 

un poco respecto al mismo. 

Por lo que le solicita al Secretario someta a votación la procedencia 

de la contradicción de tesis que se ha discutido.   

Al respecto las y los Magistrados, emitieron el siguiente: 

ACUERDO 53/2021 

Por mayoría de votos con ocho votos a favor de los 

Magistrados Miguel Felipe Mery Ayup (Presidente), José Ignacio 

Máynez Varela (Ponente), María del Carmen Galván Tello, Luis Efrén 
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Ríos Vega, Manuel Alberto Flores Hernández, María Luisa Valencia 

García, Homero Ramos Gloria y Juan José Yáñez Arreola, con cuatro 

votos en contra de los Magistrado Gabriel Aguillón Rosales (Decano), 

María Eugenia Galindo Hernández, Iván Garza García y César 

Alejandro Saucedo Flores, este Pleno del Tribunal Superior de 

Justicia determina en este caso la procedencia de la denuncia de 

contradicción de criterios presentada por el Magistrado Luis Efrén 

Ríos Vega, en los términos planteados en el proyecto que se discute. 

Ahora bien, el Magistrado Decano señala que para tener certeza con 

relación al criterio que se está adoptando, porque de alguna manera puede 

influir en las actuaciones de la Sala Colegiada Civil y Familiar de este 

Tribunal, le gustaría que se estableciera en la determinación que en su 

momento se firme y se apruebe, el sustento en sí mismo de la contradicción, 

si se está considerando a partir de la existencia de distintos Tribunales  de 

Apelación en términos de lo dispuesto en el Código Nacional de 

Procedimientos Penales o sí se está considerando a la Sala Colegiada 

Penal en su integridad, porque no debemos desconocer que la Sala Penal 

se integra por cinco magistrados, por lo que al hacer esta diferenciación nos 

podrá llevar a sostener los criterios correspondientes para poder normar la 

actuación de nuestra propia Sala Colegiada Civil y Familiar.  

El Magistrado Ríos Vega manifiesta que hay que ser claros, que lo 

que decide es el punto concreto del caso, es decir, no estamos 

interpretando un caso de la Sala Civil, estamos interpretando la 

contradicción de la Sala Penal, integrada por Tribunales de Alzada 

conforme a la Ley Orgánica y que se está interpretando el artículo 269 de 

dicha Ley, relacionada a la procedencia de “por” y no “entre”. 

Probablemente después se presente un caso de denuncia, como lo 

mencionó el Magistrado Saucedo Flores en ese sentido y ya el Pleno se 

pronunciará en el caso concreto.  
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El Magistrado Aguillón Rosales insiste en que por principio debe 

determinarse entre quienes se establece la contradicción, sí es una 

contradicción de la propia Sala, o entre Tribunales de Alzada en términos 

del mencionado Código Nacional de Procedimientos.  

El Magistrado Presidente comenta que el Magistrado Ríos Vega 

definió, que es precisamente a quienes votamos la procedencia, que se 

trata de una misma Sala pero con órganos distintos por ser Tribunales como 

lo reconoce el artículo 3° del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Luego, el Magistrado Presidente manifiesta que sí están de acuerdo, 

se integre este apartado en la procedencia de lo que tiene que ver con la 

sentencia.  

Continuando el Magistrado Presidente señala que se continúe ahora 

con la discusión de fondo, una vez que este Pleno tomó decisión por 

mayoría en relación a la procedencia. 

El Magistrado Presidente manifiesta que ya comentó el Magistrado 

Máynez Varela acerca de los dos criterios que hacían los Tribunales sobre 

un mismo caso, el Magistrado Ríos Vega comentó que no estaba de 

acuerdo conforme al artículo 52, el presupuesto que el señala es que debe 

existir una audiencia donde pueda desarrollarse e incluso presentarse 

pruebas por parte del imputado, por lo que deja a consideración del Pleno 

la discusión sobre el fondo del asunto. 

En uso de la voz la Magistrada María Luisa Valencia García señala 

que en una situación regular como está en los artículos 50 y 51 de la 

mencionada Ley, si se prevé un procedimiento especifico y ahorita estamos 

en un caso de excepción, y como caso de excepción nos da una 

competencia incluso a la autoridad administrativa para que realice por 

cuestiones de seguridad, tratándose de delitos de delincuencia organizada 

lleve a cabo este tipo de traslados, sin la audiencia previa.  
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Porque la autorización realmente se da en la audiencia pública o en 

la audiencia que se lleve a cabo, y por eso el legislador hace la diferencia 

en el artículo 53 de dicha Ley, pero además estamos perdiendo de vista y 

lo señala de manera puntual el proyecto, que en este caso los Directores de 

Centros Penitenciarios tienen la obligación en términos de la artículo 14 de 

la misma Ley de Ejecución, garantizar o dar cumplimiento a lo establecido 

en el artículo 30 de la misma Ley en cuanto a que los centros penitenciarios 

permitan una vida digna y segura para todos. 

 Por lo que manifiesta estar de acuerdo con el proyecto.  

Luego, la Magistrada Galván Tello comenta que aun y cuando se esté 

en caso de excepción, no coincide con el hecho de que se tuviera que hacer 

el traslado de manera involuntaria, no se cumpliera con la garantía de 

audiencia, porque esta podría hacerse cuando ya la persona se encuentre 

en el lugar en el que ahora se ha destinado para que cumpla la pena.  

Y bien, esta garantía pudiera hacerse con el mismo juez o  por el juez 

del lugar al que fue trasladado para que cumpla la pena y esto permitiría 

cumplir con lo que establece la Constitución, en el hecho de garantizar a las 

personas los derechos humanos reconocidos en Tratados Internacionales. 

Por lo que no ve que aun y cuando no se exprese de manera literal 

dentro de ese artículo, no se cumpla o estemos en una situación de no 

cumplir con un derecho humano. 

Enseguida el Magistrado Manuel Alberto reitera el apoyo al proyecto 

presentado por el Magistrado Máynez Varela y hace comentarios respecto 

a que en la resolución identificada con el número 73, se respetó la garantía 

de audiencia.  

Posteriormente, en este mismo punto  participan el Magistrado Ríos 

Vega, el Magistrado Ponente Máynez Varela, el Magistrado Decano 
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Aguillón Rosales y el Magistrado Iván Garza García agregando comentarios 

en relación a la garantía de audiencia. 

El Magistrado Presidente hace un comentario en relación al criterio 

es el que con carácter jurídico se apega en relación al proyecto, en relación 

a la interpretación del artículo 52 de la multicitada Ley, no involucra al 

artículo 51, no lo vincula, sino establece específicamente la excepción al 

traslado voluntario y dice además como, porque le da a la autoridad 

penitenciaria esa facultad de que lo haga. 

Agrega que este traslado podría pensarse que sería involuntario, 

pero es una excepción al traslado por tratarse de los tres puntos que señala 

el supuesto del artículo 52 de la mencionada Ley Nacional de Ejecución 

Penal.  

Le parece que el legislador es claro en esta excepción a un traslado 

voluntario y señala que finalmente coincide en que es involuntario porque 

no lo solicita él, pero le da la facultad a la autoridad para que lo haga sin 

consultarlo porque dicha autoridad prevé que tiene tres supuestos, en 

donde pone en riesgo la gobernabilidad del centro penitenciario, la propia 

vida donde se trata de delincuencia organizada y medidas especiales de 

seguridad, entonces por eso se apega a la literalidad y al texto del artículo 

52 en donde no establece la audiencia, comprende esta garantía que se 

debe tener constitucional, pero su posición es en atención al proyecto que 

presenta el Magistrado José Ignacio Máynez.  

El Magistrado Luis Efrén Ríos Vega interviene para comentar que 

efectivamente ese es el disenso con el proyecto.   

Enseguida, el Magistrado Presidente le solicita al Secretario General 

de Acuerdos someta a votación el proyecto presentado por el Magistrado 

José Ignacio Máynez Varela. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron el siguiente: 
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ACUERDO 54/2021 

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, con seis votos a favor de los Magistrados 

Miguel Felipe Mery Ayup, José Ignacio Máynez Varela, Juan José 

Yáñez Arreola, Manuel Alberto Flores Hernández, María Luisa 

Valencia García y Homero Ramos Gloria, destacándose que de estos 

seis votos, cinco de ellos fueron emitidos por Magistrados con 

competencia en materia Penal, por lo que conforme al artículo 269, 

fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, ejercen 

su voto de calidad, con voto en contra de los Magistrados Gabriel 

Aguillón Rosales, Iván Garza García, María Eugenia Galindo 

Hernández, César Alejandro Saucedo Flores, María del Carmen 

Galván Tello y Luis Efrén Ríos Vega, aprueba la sentencia relativa a 

la denuncia de contradicción de criterios de Tribunales de Apelación 

de la Sala Colegiada Penal, presentada por el Magistrado Luis Efrén 

Ríos Vega, cuyos puntos resolutivos son los siguientes: 

“PRIMERO. Sí existe la contradicción de tesis a que este 

expediente se refiere, en los términos del apartado cuarto de 

esta resolución. 

  

 SEGUNDO. Debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia, 

el criterio sustentado en la sentencia 073 de fecha veintidós 

de septiembre del dos mil veinte, que en diversas ocasiones 

ha sustentado la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior 

de Justicia y que hace suya este Pleno del Tribunal Superior 

de Justicia en el Estado de Coahuila en los términos de la tesis 

redactada en el último apartado de este fallo. 

 

 TERCERO. Dese publicidad a la tesis de jurisprudencia que 

se sustenta en la presente resolución, en los términos del 

artículo 276 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

Coahuila.” 
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9. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, solicita a la Magistrada María Eugenia Galindo Hernández, en 

su carácter de Presidenta de la Sala Civil y Familiar, así como al Magistrado 

Juan José Yáñez Arreola, en su carácter de Presidente de la Sala Penal y 

al Magistrado José Ignacio Máynez Varela, en su carácter de Magistrado 

Presidente de la Sala Regional, se sirvan a dar lectura al informe estadístico 

del mes de marzo del presente año. 

Enseguida el Magistrado Presidente le solicita al Secretario General  

que haga lo propio con relación a los informes estadísticos remitidos por el 

Primer Tribunal Distrital del Estado, Segundo Tribunal Distrital, Tercer 

Tribunal Distrital del Estado y Cuarto Tribunal Distrital del Estado. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO  55/2021 

Se tiene por recibidos los informes estadísticos de cuenta, para los 

efectos legales a que haya lugar. 

10. Continuando con el desahogo del orden del día, el Magistrado 

Presidente dio cuenta con el informe de movimientos de personal del 5 al 

11 de abril del presente año. 

  Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 56/2021 

Se toma conocimiento del informe semanal de movimientos de 

personal de cuenta, para los efectos legales a que haya lugar.  

10. Acto continuo el Magistrado Presidente señala que el punto X del 

orden del día  es el relativo a los asuntos generales y no se registraron. 
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Habiéndose agotado la totalidad de los puntos del orden del día, se 

da por concluida la sesión de la que se levanta la presente acta para debida 

constancia, misma que en términos del artículo 109 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, suscribe el Magistrado Miguel Felipe Mery Ayup, Presidente 

del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, ante 

el licenciado Gustavo Sergio López Arizpe, Secretario General de Acuerdos, 

que autoriza y da fe. 

“El licenciado Gustavo Sergio López Arizpe, Secretario General del Pleno del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, hago constar y certifico que, en términos de lo previsto en los 

artículos 27, fracción IX, 58, 68 y 75, fracción III, de la Ley de Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza, en esta versión pública se suprime la información considerada 

como reservada o confidencial que encuadra en el ordenamiento mencionado y en las disposiciones aplicables”.    

 

“Asimismo, este documento fue cotejado previamente con su original por el servidor público que 

elabora la presente versión pública”. 

 

 


